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Sobre: 

Art. 67 C.P.  

Panel integrado por su presidente, el Juez Bermúdez 

Torres, la juez Nieves Figueroa y el Juez Flores 

García. 

 

Flores García, Juez Ponente 

 

RESOLUCIÓN 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de agosto de 2016. 

Comparece ante este Tribunal, Dayna Cora, 

solicitando que revisemos una sentencia dictada por el 

Tribunal de Primera Instancia, el 2 de mayo de 2016. 

Por los fundamentos que expresamos a continuación, 

DESESTIMAMOS el recurso. 

I 

Según se alega en el escueto escrito, la parte 

peticionaria, la señora Dayna Cora, fue sentenciada el 

2 de mayo de 2016 a un (1) año y dos (2) meses de 

prisión por infracción al Art. 156 (restricción a la 

libertad agravada) del Código Penal de Puerto Rico de 

2012. 

Inconforme, el 19 de julio de 2016, la parte 

peticionaria acudió ante esta segunda instancia 

judicial mediante un escrito intitulado “Moción 

Informativa”. Alegó que de conformidad con el Art. 67 

del Código Penal, corresponde que el tribunal reduzca 
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en un 25% la pena impuesta por mediar circunstancias 

atenuantes en su caso. Sostuvo que hizo una alegación 

pre-acordada lo que constituye una circunstancia 

atenuante. 

En ánimo de promover el “más justo y eficiente 

despacho” del asunto ante nuestra consideración, 

prescindimos de términos, escritos o procedimientos 

ulteriores y adjudicamos el recurso promovido. Regla 

(7)(B)(5) del Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 

4 LPRA Ap. XXII–B, R. 7.  

II 

A. Revisión de la Sentencia Criminal 
 

La Regla 193 de las de Procedimiento Criminal de 

Puerto Rico dispone:  

Las sentencias finales dictadas en casos 

criminales originados en el Tribunal de 

Primera Instancia podrán ser apeladas por el 

acusado en la forma prescrita por estas 

reglas. En estos casos el acusado podrá 

establecer una apelación para ante el 

Tribunal de Circuito de Apelaciones, excepto 

en los casos de convicción por alegación de 

culpabilidad, en los cuales procederá 

únicamente un recurso de certiorari, en cuyo 

caso el auto será expedido por el Tribunal 

de Circuito de Apelaciones a su discreción. 

La solicitud de certiorari deberá 

presentarse dentro de los treinta (30) días 

siguientes a la fecha en que la sentencia 

fue dictada. Este término es jurisdiccional.  

 

El término para formalizar el recurso de 

certiorari se calculará a partir de la fecha 

de depósito en el correo cuando ésta sea 

distinta a la fecha de archivo en autos de 

copia de la notificación de la sentencia. 

Cuando la persona estuviese presente en la 

sala al momento de ser dictada la sentencia, 

el término se calculará a partir de ese 

momento. 34 LPRA Ap. II R. 193.   

   
Mediante la Resolución número ER-2004-10 de 20 de 

junio de 2004 el Tribunal Supremo de Puerto Rico 

adoptó con vigencia inmediata el Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones de Puerto Rico. Nuestro 
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Reglamento fue adoptado por el Tribunal Supremo 

conforme a la autoridad delegada por el Art. V de la 

Constitución de Puerto Rico y lo dispuesto en la Ley 

Núm. 201-2003, conocida como la Ley de la Judicatura 

de 2003, 4 LPRA 24 et seq.   

El Reglamento del Tribunal de Apelaciones tiene el 

propósito cardinal de impartir justicia y proveer 

acceso a la ciudadanía para que sus reclamos sean 

atendidos de manera justa y efectiva. Véase Regla 2 

del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 

2.  En lo pertinente, la Regla 32 (A) del Reglamento 

del Tribunal de Apelaciones dispone:   

El recurso de certiorari para revisar las 

sentencias en los casos de convicción por 

alegación de culpabilidad se formalizará 

mediante la presentación de una solicitud 

dentro de los treinta (30) días siguientes a 

la fecha en que se haya dictado la sentencia 

recurrida. Este término es jurisdiccional. 4 

LPRA, Ap. XXII-B, R. 23 (A).   

  
Resulta indispensable que los diferentes recursos 

de apelación, certiorari o revisión se perfeccionen 

según lo exige la ley y el Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones. Una vez cumplidas esas exigencias, el 

foro apelativo queda investido jurisdiccionalmente 

para revocar, modificar o confirmar la sentencia 

recurrida, así como para devolver el caso al tribunal 

recurrido con instrucciones para ulteriores 

procedimientos.  

A. Jurisdicción  

Según se conoce, la Regla 83 (B) y (C) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. 

XXII–B, le confiere autoridad al Tribunal para 

desestimar un recurso por cualquiera de las siguientes 

circunstancias:  
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.    .     .    .    .    .    .    . 

 

(B) Una parte podrá solicitar en cualquier 

momento la desestimación de un recurso por 

los motivos siguientes: 

  

(1) que el Tribunal de Apelaciones carece de 

jurisdicción; 

   

 .    .     .    .    .    .    .    . 

 

(C) El Tribunal de Apelaciones, a iniciativa 

propia, podrá desestimar un recurso de 

apelación o denegar un auto discrecional por 

cualesquiera de los motivos consignados en 

el inciso (B) precedente. [Énfasis nuestro]. 

 

.     .     .     .     .    .     .    . 

 

La jurisdicción es la autoridad que tienen los 

foros judiciales para atender controversias con efecto 

vinculante para las partes, por lo que el 

incumplimiento con estos requisitos impide que el 

Tribunal de Apelaciones pueda atender la controversia 

que se le presenta. Pérez Soto v. Cantera Pérez, Inc. 

y otros, 188 DPR 98 (2013). 

Los tribunales estamos llamados a ser guardianes 

de la jurisdicción que nos autoriza entender en los 

méritos de un caso. Carattini v. Collazo Systems 

Analysis, Inc., 158 DPR 345 (2003); Vázquez v. 

A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 (1991). “Las cuestiones 

relativas a la jurisdicción de un tribunal son 

privilegiadas y como tal deben atenderse y resolverse 

con preferencia a cualesquiera otras”. S.L.G. 

Szendrey-Ramos v. F. Castillo, 169 DPR 873, 882 

(2007); Vega et al. v. Telefónica, 156 DPR 584, 595 

(2002). Pagán v. Alcalde Mun. de Cataño, 143 DPR 314, 

326 (1997). Tampoco le es posible a las partes 

conferirle jurisdicción a un tribunal de apelaciones 

ni puede ser subsanada. Martínez v. Junta de 
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Planificación, 109 DPR 839, 842 (1980); Maldonado v. 

Pichardo, 104 DPR 778, 782 (1976).   

No es necesario que una o ambas partes cuestionen 

la jurisdicción de un tribunal de apelaciones sino que 

es nuestro deber levantarlo motu proprio. Morán Ríos 

v. Martí Bardisona, 165 DPR 356, (2005). Cuando un 

tribunal no tiene jurisdicción para entrar en los 

méritos de un pleito lo único que procede en derecho 

es desestimar el recurso. Souffront et. al v. A.A.A., 

supra.  

III 

En el presente caso, el 2 de mayo de 2016, el 

foro de primera instancia dictó la sentencia apelada 

en corte abierta. Según expusimos, nuestro 

ordenamiento jurídico establece que una persona 

adversamente afectada por una determinación criminal 

emitida por el foro primario en un casos de convicción 

por alegación de culpabilidad podrá presentar un 

recurso de certiorari ante esta segunda instancia 

judicial dentro del término jurisdiccional de treinta 

(30) días desde que la sentencia fue dictada.  

Según se desprende, el recurso de certiorari 

contiene el ponche del Departamento de Corrección y 

Rehabilitación, iniciado por un funcionario de dicha 

agencia y con fecha del 19 de julio de 2016. Además, 

según el ponche del Tribunal de Apelaciones, el 

recurso fue presentado en la Secretaría de este 

tribunal el 1 de agosto de 2016. 

El peticionario debía presentar el recurso de 

certiorari en o antes del 1 de junio de 2016. No 

obstante, tomando como fecha de presentado el 19 de 

julio de 2016, el recurso de certiorari fue sometido 
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cuarenta y ocho (48) días posteriores al vencimiento 

del término jurisdiccional de treinta (30) días 

establecido en la Regla 32 (A) del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 32.  

En Febles v. Román, 159 DPR 714, 722 (2003), el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico expresó que “el hecho 

de que las partes comparezcan por derecho propio, por 

sí sólo, no justifica que incumplan con las reglas 

procesales”. Según se ha establecido, los 

planteamientos de jurisdicción deben ser examinados y 

resueltos antes de considerar los méritos de un pleito 

y, de carecer de jurisdicción, lo único que podemos 

hacer es desestimar el recurso. “[E]l foro judicial no 

tiene discreción para asumir jurisdicción allí donde 

no la hay”. García Ramis v. Serrallés, 171 DPR 250, 

254 (2007).  

Cónsono con lo anterior, resulta forzoso 

desestimar el presente recurso de certiorari pues 

carecemos de jurisdicción para atender la revisión de 

la sentencia recurrida por haber sido presentada fuera 

del término de treinta (30) días desde que fue 

dictada. Esta falta de jurisdicción no es susceptible 

de ser subsanada. Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513 

(1991).  

IV 

Por los fundamentos antes expuestos, se desestima 

el recurso de apelación, por falta de jurisdicción. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

                                                     

Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

                Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


